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DEDICO ESTA TESIS: 

A DIOS : 

Luz y a l egrí a de mi s acto s ] pre sente a cada instante 
de mi existencia, quien con su Santa Voluntad me hace menos di-­
fícil este constante devenir; 

A mi Madre : 

Ana I,ina García, quien me inculcó el respeto a las pe.!: 
sonas y con sus sa crificios y bondades me hizo amar la vida de -­
tal manera, que durant e mi existencia piense y luche por un rrl1 Y" 

do mejor ; 

A mi Padre: 

Fernando Enrique Navas? a quien no tuve la oportunida d 
de ofrecerle este presente cuando aún vivía; pero que desde l a -
eternidad debe estar satisfecho pues su existencia fue fructífe w

• 

ra; 

A mi Esposa: 

Elsa del Carmen 1- ' 'Il } e sposa y compañera. Mujer que 
sin vacilaciones en un momento de nuestras vidas sacrificó sus -
estudios Académicos, para entregarme sus días, coadyuvar con mis 
esfuerzos e impulsarme al triunfo ; meta fundamental de nuestras 
vidas. 

A mis Hijos : 

En quienes me VID a cada instante con inmensa alegría 
y de quiene s espero sigan lo positivo de mi existencia, dejándo­
les este triunfo para Cl I) ~ lp~ --: ~ -~'~1. ~,:,mo un ejemplo de perseve­
rancia y abnegación ; 

A mis Hermanos : 

En quienes encontré su incondicional apoyo y la com- , 
prensión necesaria para sentirme estimulado, para luchar por mi 
superación con la seguridad del triunfo; 

.A Doña Marina Hernández de Granados: 

A quien admiro, por ese incansable esfuerzo por ha ce r 
feliz a sus hijos y e sp oso; señora que muy a pesar de su silen·­
cio es fuente de fort aleza moral y espiritual ; 

A Luis Arnoldo López: 

Amigo que perdiera este año, y a quien desde estas pá­
ginas le digo, sólo sé que fuiste conmigo:franco, solidario e in 
declinable; 



A mis Suegros: 
Emilio y María Bernarda : 

De quienes he recibido el cariño que lleva al enteg 
dimiento y el apoyo moral que espiritualmente eleva a las perso­
nas a una categoría diferente al común denominador, de quienes -
tenemos este tipo de parentesco. 

Un reconocimiento especial, al DOCTOR DISRAELY OMAR -
PASTOR, quien me orientó en el desarrollo de este trabajo, el 
cual fue y es de su agrado porque involucra un grado de sensibl 
lidad social que identifica su concepto humano del hombre. 

Luego: a las demás personas que colaboraron comigo -
preparando apuntes y tratando de encuadrarlos con los fines que 
el trabajo persigue, y que estoy totalmente seguro lo hicieron 
con su mayor agrado. 

A mis Amigos: 

Con la sinceridad que nos une, asegurándoles que con 
el corazón henchido taladraré día a día por los inmensos sen~g­
ros del saber, para beber gota a gota el conocimiento que con -
toda seguridad pOdré ofrecerles. 
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INTRODUCCION 

Las medidas de seguridad como una novedad en la nueva le­

gislaci6n penal salvadoreña, encuentran su fundamento en el De 

recho Penal moderno que comprende el estudio del delito, la p~ 

na y las medidas de seguridad. He preferido seleccionar el cog 

cepto que sobre el Derecho Penal tiene el Maestro Eugenio Cue­

llo Ca16n, por considerarlo más completo y dice: ¡lEs el conjug 

to de normas que determinan los delitos, las penas que el Est~ 

do impone a los delincuentes y las medidas de seguridad que el 

mismo establece para la prevención de la criminalidad ll • 

En nuestro país, como menciona el Maestro Enrique Silva -

en su Revista de Derecho Penal: ¡¡Introducción al Estudio del -

Derecho Penal Salvadoreño, se tom6 por patr6n para introducir 

las medidas de seguridad, el C6digo Penal Uruguayo que redact~ 

ra Irureta Goyena, el que comprende las clases de medidas de -

seguridad que el C6digo Penal desarrolla y que fueron presenta 

das por los expositores del proyecto del nuevo C6digo Penal -

con la diferencia que el proyecto del Código mencionado habla­

ba de medidas eliminatorias, término con el que se le conoce a 

las medidas de internaci6n, quizá por esta raz6n al aprobarse 

el C6digo Penal no hizo acopio al término de medidas eliminato 

rias y prefirió adoptar el de internación, tal como aparece en 

el Art.106. 

Considero que en esta parte introductoria es preciso acl~ 

rar, que nuestro C6digo Penal en el Capítulo I hace expresa r~ 

laci6n a las medidas post-delictuales; sin embargo, en el de-



sarrollo de este trabajo veremos que también el legislador sal­

vadoreño opta por las medidas de seguridad anti o pre-delict~~ 

les; valga como ejemplo el comiso como una medida de seguridad 

pre-delictiva. 

Con las limitaciones propias y la de la ausencia de una 

biblioteca como la que tenemos en nuestra Universidad, de la -

que en la actualidad no podemos hacer uso, trato de exponer y 

desarrollar el esquema que me fué aprobado, agregando mis pun­

tos de convergencia con algunas opiniones de autores, que he -

trasladado, tratanto en otros casos de formular uno que otro -

concepto, naturalmente haciendo uso racional de la documenta­

ción con que me he proveído. 



A) FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD. 

La Legislación Nacional, regula las medidas de seguridad 

en atención a que existen sujetos o individuos que evidencian 

un potencial de peligrosidad, y la aplicación de una pena o -

sanción no produce en ellos efecto alguno que modifique su cop. 

portamiento, en virtud de defectos de personalidad que sufren; 

así también, en otros casos en los que la pena aplicada se -­

vuelve ineficaz y por consecuencia, surge la necesidad de rea 

daptar al sujeto a la vida en sociedad y como exigencia, la ~ 

plicación de las medidas de seguridad. 

En la Constitución Política de nuestro país, encontramos 

que el Art.2 determina que entre las obligaciones del Estado 

está la "de asegurar a los habitantes de la República el goce 

de la libertad, la salud, el bienestar económico y la justicia 

social"; para poder cumplir esta obligación el Estado se ha 

provisto de los instrumentos legales indispensables, y ha re­

gulado en cuerpo de leyes la manera como mantener la seguridad 

y defensa social imponiendo penas y medidas de seguridad, con 

las que, se pretende reprimitir y prevenir la delincuencia y 

mantener al mismo tiempo un orden jurídico. 

El Estado de El Salvador dió cabida en su legislación a 

las medidas de seguridad mediante un decreto legislativo de -

fecha diecisiete de julio de mil novecientos cuarenta que apro 

bó: liLa Ley Represiva de Vagos y Maleante SH, que venia a cons 
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tituir una legislación de peligro pre-delictual. Pero de cual­

quier manera que se vea, esta Ley mencionada es el principio 

de las normas jurídicas que en adelante fueron ordenando el -

comportamiento de las personas en nuestra sociedad. 

El veinte de mayo de mil novecientos cincuenta y tres, -

mediante el Decreto número mil veintiocho la Asamblea Legisl~ 

ti va aprobó, la tlLey de Estado Peligro so (1); que derogó la -

Ley Represiva de Vagos y Maleantes. El legislador constituyeg 

te de mil novecientos cincuenta, incorporó a la Constitución 

Política, las medidas de seguridad, y en la constituyente de 

mil novecientos sesenta y dos se ratificó tales medidas hasta 

dejarlas en la forma como se encuentran estatuidas en la actua 

lidad, en donde encontramos que el inciso tercero del Art.166 

de Nuestra Carta fundamental establece que: "Por. razones de -

defensa social, podrán ser sometidos a medidas de seguridad -

reeducativas o de readaptación; Jos sujetos que por su activi 

dad antisocial, inmoral o dañosa, revelen un estado peligroso 

y ofrezcan riesgo inminente para la sociedad o para los indi­

viduos. Dichas medidas de seguridad deben de estar estrictamen 

te reglamentadas por la Ley y sometidas a la competencia del 

Poder Judicial rr • Es pues, mediante esta disposición constitu-

(1) Revista del Ministerio de Justicia No.l, 2a.Epoca,1959. 
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cional que encontramos el fundamento constitucional de las -

medidas de seguridad. Cuando el legislador constitucional se 

refiere a la citada disposici6n al tema que tratamos, hace -

relaci6n a la peligrosidad pre y posdelictual, teniendo un -

especial cuidado en no remitir la disposici6n a la calidad de 

algún hecho determinado; pues para aplicarla, no es necesario 

que se haya cometido una infracci6n que la Ley Penal tipifi­

que como delito. 

Continuamos comentando la disposici6n constitucional r~ 

ferida, y en su parte final nos dice~ liDichas medidas de se­

guridad deben de estar estrictamente reglamentadas por la 

Ley y sometidas a la competencia del Poder Judicial '1 • La re­

glamentaci6n de las medidas de seguridad la encontramos en -

las leyes secundarias tales 8omo~ el C6digo Procesal Penal y 

Penal, las que en el curso de este trabajo trataremos con de 

tenimiento, y taLlbién el C6digo de r/Jenores que regula las me 

didas para los inimputables por raz6n de la edad. 

Reglamentadas las medidas de seguridad y atendiendo la 

di s posici6n constitucional que comentarnos aprobamos como vá­

lido el criterio sostenido por la Comisi6n Revisadora del C6 

digo Penal vigente, quien en su exposici6n de motivos (2) 

sostuvo que la ilConstituci6n previene que las medidas de se­

guridad deben de estar estrictamente reglamentadas por la Ley 

(2) Exposici6n de Motivos del C6digo Penal vigente.Pág.LXIX. 
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y sometidas al Poder Judicial; por ello, el proyecto estable­

ce que t 21es medidas podrán ser aplicadas únicam ente por el -

Juez a las personas que se declaren peligrosas y agrega que -

nadie puede ser sometido a medidas de seguridad que no estén 

expres~~ente estable cidas por la Ley , ni fuera de los casos -

en ella previstos. Con este artículo se salva el escollo de -

la arbitrariedad a bsoluta y del peligro de que las medidas de 

seguridad lleguen a constituir un atentado contra los dere­

chos individuales"; al decir que aprobamos el criterio de :a 

Comisi6n, lo fundamentamos en el hecho de que significa un -

avance en el ordenamiento jurídico penal; pues cuando de es­

tas medidas tratábamos al principio de este traba j o, hicimos 

una breve r e ferencia a la Ley Represiva de Vagos y Maleantes, 

Ley que se evidenciaba como un a tentado contra los derechos -

individuales que la Constituci6n Política en nuestro país a m 

para. 

A la luz del proye cto del C6digo Penal, nuestra nueva -

legislaci6n establece en el Art.llO? que las medidas de seg~ 

ridad podrán aplicarse en los casos siguientes: 

"lo.-A quienes fueren declarados inimputables en un jui 

cio penal, de conformidad al Art.38 Pn. Entendiendo que es -

inimputable quien en el momento de ejecutar el hecho punible 

fuere incapaz de comprender el carácter ilícito del hecho o , 

comprendiéndolo, no pudiere diri gir sus actos por incapaci­

dad síquica, p a ra evitar su ejecución. 
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a) Por enajenación mental; 

b) Por grave perturbaci6n e3 ~ a conciencia como en los 

estados de embriaguez pl ena y fortuita o deb ida a fuerza ma­

yor~ o i n toxicación 1 también plena y fortnita o debido a fuer 

za mayor de dro gas de cualquier índole ; 

c) Por desarrollo síquico retardad0 1 como en los esta­

dos ' de idiocia 1 imbecilidad y otros similares; 

d) Por desa rrollo síquico incompleto, como en los esta­

dos de sordomudez de nacimiento o adqui r ida antes de los doce 

años, si se careciere en abs oluto de instrucción. 

20.- Cuando por causa de enfermedad mental del delincuen 

te 1 se interrumpi ere la ejecución de la pena. 

30.- A qu ienes cometieren delitos y fueren toxicómanos 

cr6nicos o enfermos &~cohóliGu~. 

40.- A los s emi-imputab l e s peligrosos. 

50.- Cuando el sujeto sea declarado delincuente habi­

tual o profesional. 

60.- Cuando du r ante el cumplimiento de la condena el re o 

observare notoria mala conducta. 

70.- Cuando c umplida la senten cia el J u ez estime que la 

eficacia de l a pena ha sido nul a en lo relativo a la readap­

tación del delincuente, fundándose para ello en l a viciosa -

conducta del reo, en sus hábitos de vaga ncia y en cuantos í g 

dices pudieran hacer presumir que el rég imen penal a que el 
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delincuente estuvo sometido no alcanzó el fin propuesto;~ 

Observamos que nuestro Códi go Penal vigente al r eferir­

se a los sujetos sometidos a medidas de seguridad~ se refie­

re con exclusividad a las de carácter pos-delictual e s y vie­

ne a constitu ir la incorporación de ellas, una novedad en -

nuestro si s tema penal; pues el Código de mil novecientos c u a 

tro, dero gado por el actual , no las contemplaba. 

Para finalizar con esta parte del presente trabajo de­

seamos hacer referencia al problema de la delincuencia de los 

menores de edad, como sujeto a quien es por ley se aplican me 

didas de seguridad. Don Sebastián Soler (3) en su Obra Dere­

cho Penal Argentino nos manifiesta~ !lCon respecto al proble­

ma de la delincuencia infantil, la acción del Estado asume ca 

da dia más un aspecto de pura prevención, de manera que la -

consideración retributiva del delito cometido cede totalmente 

su lugar a otros puntos de vista. Las vari a ciones son aqui -

funda~entales, porque no solamente se refieren al contenid o 

de la medida aplicada y a l a finalidad y forma de aplicación , 

sino que también alteran el hech o generador de la medida. I ,a 

actividad preventiva no se basa ya en la comisión de un deli­

to, sino que tienen fundamentos mucho más extensos~ precisa­

mente porque el tra tamien to aplicado no tiene el sentido de 

retrilmción~ sino estrictamente preventivo y tutelar; ni si­

quiera puede decirse qu e la causa generadora de la interven-

(3) Derecho Penal Argentino, 11, Pág .410. 
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ción del Estado sea propiamente un hech o; puede ser simplemeg 

te un estado (aban don o)". Do y:c Sebastián Soler nos refiere pues 

a las medidas de seguridad pre-delictuales a diferencia de -

nuestra leg i s lación en la qu e en los casos del delincuente me 

nor de edad esto es, el que h a b iendo infringido una norma ju­

ridica no es sujeto impu table, por razón de la edad deben a­

plicársele medidas de s eguridad. Y aunqu e en parte comparti­

mos la opinión de Don Sebastián Soler consideramos oportuno 

a gregar que esa intervención del Estado no es sólo para prev~ 

nir el delito , sino también para readaptar al sujeto al medio 

social; en cuanto a la delincuencia infantil a que él se re­

fiere, nuestra leg islacion ~enal establece la variante de que 

el término infan til e n este c a so no tendria razón de ser por­

que, para ser sujeto imputable es preci s o ser may or de dieci.­

séis a ñ os y según nuestra Ley Civil que a mi entender es o­

portuno mencionar , expresa ~ qu e e s infanto o niño el que no 

ha cumplido si e te a n os; impuoer, e~ varón que no ha cumplido 

catorce y la mujer que no ha cumplido doce; adu lto el que ha 

dejado de ser impúber ..... por consecuencia, entre nosotros 

no cabe hablar de delincuencia infantil sino del adulto. 

Es el Códi g o de Menores quien en sus diferentes disposi­

ciones hace relación a los menore s que se encuentran en situ a 

ciones irregulares , en estado de abandono, peligro o riesgo 

y en efecto, mediante este cuerpo de leyes se proteg e al me­

nor y se pr eviene la delincuencia. 
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B) PRINCIPIOS GENERALES DE APLIC AC ION. 

1.- LEGALIDAD. 

Este principio no es exclu sivo del tema que estamos tra­

tando, pues antes de tener aplicación para las medidas de se­

guridad e jerció influencia en l a tipificación de los delitos 

y fundamentalmente en la aplicación de la pena. 

Conviene, que hagamos un poco de historia sobre el dere-

cho punitivo, para al final encuadrar el principio que trata-

mos. 

Las épocas conocidas, y por las que ha pasado el derecho 

punitivo pueden clasifi~~ := ~ ~G l a siguiente manera: 

a) Epoca primitiva. 

b) Epoca de la pena pública. 

c) Epoca humanitaria. 

d) Epoca cientifica. 

A fi n , de l ot; :;.. ~ __ ~- =- __ .:: -
_ ...... __ __ ....................... __ ....... """'¡.J ~ue persigue este traba 

jo de tesis, partiremo s de l a tercera época de las menciona-

das anteriormente, y no porque se le reste importancia a las 

dos primeras, s ino por las limitaciones propias y otras que 

se imponen en un trabajo de esta naturaleza. Con la Epoca Hu­

manitari a apar e ce la legalidad del derecho penal y por conse-

cuencia, desaparece la confusión del pecado con el delito que 

estimaba en su comisi6n una ofensa a Dios y al Príncipe. Es en 

este momento que se produce la humanización en el campo del -

Derecho Penal lo cual era producto de l a s relaciones sociales 
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imperan tes; los filósofos traGaron de expli:::arse el mundo -

para darles cont enido racional a : .~) s mc.ndatos estatales. La 

religi6n se s eparó de las leyes po si ti vas y una teoría polí·· 

tica suplant6 las preocupaciones sacerdotales, como en Gre­

cia y Roma, l a sistematizacion de l a filosofía penal es uno 

de los patrimonios ext r aordinario s del Si g lo XVIII.(l) 

Se discute aún a quién correspon de adju dic a r el princi.-

pio "Nulum Crimen, nulla poena Sine leag e ll ; y al decir de -

algunos tratadistas , este principio tuvo sus manifestacio-·· 

nes en la ed a d media y no obstante con tener una formulac ir;n 

latina , se sost iene qu e no es de origen r omano. 

El documento orig inar io qu e cont iene el principio de l e 

galidad en mate r ia penal, es l a carta magna Inglesa (Año -

1.215), que lo es tableció y en su. artícu l o treintinueve es t.§: 

tuye: Ii Ni ngún h ombre libre será deten id o, preso o desapare c-h 

do, o proscrito o muerto en forma al guna; n i podrá ser cond~ 

nado , n i podrá ser 30metido a pri s ión , si no es por juicio -

de sus i guales o por las ley e s del país iJ • Es te principio de 

trasc enden cia h i st6rica le observ2mos un contenido suigéne-

ris, pues tiene una dedicatoria especial para una determina-

da clas e social, y es aquí e n donde pierde su equilibrio pu e s 

frente a otros como el de i guald a d ante la Ley Penal,contra-

ría su futura vigencia. 

(1) Manu al de Derecho Penal, Luis Carlos Pére z .Parte Generel 
y Especial.Pág.14. 
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Cuacdo se antepone el hombre frente al Estado y frente 

a la monarQuía a bsoluta como una consecuencia de la Revolu­

ción Filosófica y a través del Iluminismo Alemán y el Enci­

clopedismo Francés se llega al surgimiento de la escuela clá­

sica cuyo exponente César Bonesano Marquez de Beccaría y su -

obra \tDel Delito y la Penal!. 

Surge entonces el delito como un ente jurídico, resul­

tante de una relación de contradicción entre la conducta y la 

ley Que la sanciona. En otros términos, el delito es la vio­

lación de una norma jurídica; (2) luego no puede verse una -

interrelación entre el delito como of ens a a la religión o a 

la moral síno que surge con sus caracteres previamente deter 

mi nados por la Ley. Desaparece la tortura y el proceso penal 

sólo podía tene r lugar cuando el su jeto ajustaba su conducta 

a los h echos definidos como delitos; surge una garantía pro­

cesal y una garantía para el encausado. La pena, debía huma­

nizarse y aplicarse en la medida determinada por la Ley . 

El desarrollo histórico de la sociedad, hecho sociológi 

co incont e~ible, nos lleva al año de 1.789 en ' el que se pro­

duce la revolución francesa, se consagra un nuevo sistema -

que comprende el apotegma "Nulum Crimen, nulla poena Sine -

leage", y por consecuencia de él todo hombre es libre nadie 

puede ser castigado sino por hechos determinados con anterio 

ridad por la Ley Penal, con garantías procesales en su enjui 

(2) Derecho Penal (Parte General) "Labatut Glena tl
, Pág.49. 
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ciamiento y con penas también previamente establecidas por -

la Ley. 

La influ encia que estas ideas ejercieron en los diferen 

tes país e s no pudo ser menos importante y para su desarrollo 

fueron tratadas con profundidad por autoridades tales como 

el tratadista Antolí Sei , quien con respecto al principio de 

legalidad nos expresa: IlEs indudable que el principio de le­

galidad protege también al delincuente, en cuanto impide que 

se le imponga una pena que no le corresponde; pero lo es tam 

bién que el mismo se destina, sobre todo, a los ciudadanos -

que respetan la Ley, garantizándoles de cualquier interven­

ción arbitraria de la justicia penal ..... 1I Con el criterio 

esgrimido por Antolí Sei, sobre el principio de legalidad se 

tien de a evitar la analogía para crear tipos penales e impo­

ner sanciones~ de donde conluímos qu e lo propio del principio 

de legalidad es que encuentra su esencia en la pro h ibición -

de interpretar fundamentando en la analogía las normas pena­

les. 

Nuestra Constitución Política en su Art.169 confirma -

nuestras apreciaciones cuando expresamente dice: ilNadie puede 

ser juzgado sino conforme a las leyes promulgadas con anteri,Q. 

ridad al hecho de que se trate, y por los tribunales que pre­

viamente hay a establecido la Ley. 11 

TIespués de las generalidades expuestas sobre el princi­

pio de legalidad, vamos a referirnos a él tratando de encua-
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drarlo respecto a las medidas de seguridad. El antecedente -

hist6rico más reciente sobre este principio, lo encontramos 

en la cuarta reuni6n plenaria de la Comisi6n Redactora del -

C6digo Penal Tipo para Latino América, c e lebrada en Venezue­

la el día veinte de enero al treinta y uno del mismo, del año 

mil novecientos sesenta y nueve~ y en el caso particular de -

nuestro país, tiene su vigencia a partir del año de mil nove­

cientos cincuenta, en el cual como ya antes dijimos se incor­

por6 a nuestra leg islaci6n las medidas de seguridad, ratifi­

cándolas la constituyente de mil novecientos sesenta y dos¡ 

quien al estatuir el principio en su Art.166, inciso 30.,par­

te final, dice : iflhchas medidas de seguridad de b e n de estar 

estrictamente reglrunentadas por la Ley y sometidas a competeQ 

cia del Poder Judici é:..~ : ·, y ~d, ley secundaria concretamente -

el C6digo Penal vigente en s u Art.10l desarrolla el principio 

en el sentido de que lilas medidas de segurid a d serán aplica-­

das por el Juez en los caso s expresamente establecidos por 

la LeyYl; y, el Art.l de este último cuerpo de leyes viene a -

ratific a rnos en forma expresa y objetiva el principio de lega 

lidad cuando en su primer inciso expresa: lINadie podrá ser 

sancionado por he chos que la ley penal no haya previsto en -

forma precisa e inequívoca como punibles, ni podrá ser some­

tido a penas o medidas de seguridad que ella no haya estable­

cido previamente ll • Y para concluir dando más firmeza al prin-
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cipio qu e venimos comentando señalamos el P.rt.528 también del 

Código Penal ? que dice : llLe s medi da.'3 Q2 seguridad estableci··· 

das en es te Cód igo no se aplicarán a lo s que hubieren delin-· 

qu ido antes de la fec ha en que entre en vigencia ? s a lvo l as 

medidas preventivas". Pudiera pens ars e que hay una contra~ i c 

ción cuando este ar t ícu lo dic e: " ,Salv o las medidas preven t 5· , 

vas ; pero tal contradicción no existe porque esas medidas pre 

venti vas también se encuentran en otros cuerpos de ley es t 8.-· 

les como el Códi go de Menores y el ori gen de las disposic i o·· 

nes contenidas en este Código son el producto consecuente de 

la di sposición constitucional del Art.166 inciso 30., que y 2. 

hemos coment a do y en las cuales el Estado por razones de de­

fensa social aplica medidas que previene la delincuencia €n -

nuestro país. 

2.- M-mITO EN EL TIEMPO Y EN EL E SP AC IO. 

Continuand o con el c.esarrollo de los principios gener2~'­

les de aplic a ción de l a s medidas de segurida d; nos valemos -. 

del artículo del Código Penal anteriormente citado en el cua l 

se expresó de que l a s medidas de seguridad se aplican a l os -

que hubieren delinquido antes de l a fecha que entre en vigen­

cia tal cuerpo de leyes, y aunque pareciera que esta dispos i­

ción es más propia del tema anterior, lo tratamos en est o 'oun 

to por su íntima relación en cuanto a la vigenci a de la Ley -
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para aplicar las medidas de seguridad en el tiempo. Haciendo 

referencia de Que no h a y contradicción entre el articulo que 

comentamos y la Constitución Politica respecto a las medidas 

preventivas Que persiguen como f inalidad defender al sujeto -

potencialmente criminal por una parte y por otra defender a 

la sociedad; en consecuencia, esta clase de medidas se consi 

deran de orden pÚblico y bajo el criterio esgrimido Que son 

favorables al imputado se aclara Que no hay contradicción tal, 

pues el Art.172 de la Constitución politica dice~ "Las leyes 

no pueden tener efectos retroactivos, salvo en materia penal 

cuando la nueva ley sea favorable al delincuente". Con esta 

aclaración se rompe l a duda sobre la aparente inconstitucio­

nalidad al aplicar esta clase de medidas y es más, en l a ex­

posición de motivos el proyecto del Código Penal vigente al -

referirse a las medidas de segurida d dice Que ellas deben -

ser de tal indole que fueren s iRmnre favorables al reo puesto 

Que el objetivo Que con ellas se persigue es convertir a é st e 

en un ser sociable, en un hombre de conducta normal, lo cual 

siempre le será provechoso . 

El Código Penal en el Art.102, dice~ "Las medidas de se­

gurida d se aplicarán conforme a la ley vigente al tiempo de -

ejecución y están sujetas a ella solo las personas Que se en­

cuentren en el territorio de la República" o sea, Que para a­

plicar las medidas de seguridad no tiene vig encia el princi­

pio de extraterritorialidad Que el Código Penal establece en 
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el Ilibro Primero Título 1, Capítu lo Preliminar, Art.8. 

Las medidas de seguridad se aplican por un período inde­

terminado; pues en principio n o puede establecerse cuándo es 

que el sujeto está en posibilida d de reintegrarse a la socie­

dad, criterio que t uvo a bien el leg islador respecto a l a s -

medidas curativas , educativas y preventivas; pero en lo qu e 

respecta a las medidas de internación, éstas tienen una d ura­

ci6n máxima de quince años. 

En cuanto a las primeras, l a indetermina ci6n obedece a 

que los defectos de personalidad del sujeto sometido a medi­

das de seguridad se entienden corregidos s610 mediante el -

dictamen técnico que nos ase gure la factibilidad de reinte­

grarse al sujeto a la sociedad, y luego debe de resolverse -

l a suspensión de la medida ~~licada, h abida cuenta a que és­

ta ha sido eficaz. 

Existe un f a ctor que se co n oce con el nombre de estado 

peligroso el cual permanece inmutable en algunos sujetos de~ 

de que se realizó el hecho que le hizo objetivamente manifies 

to, y en razón de él; algunas medidas de seguridad para el ca 

so las pre-delictuales deben ser vigentes al tiempo del esta­

do peligroso que precise su ejecuci6n. 

El principio manifestado anteriormente ha sido tomado -

por diversas legislaciones; así la ley- alemana de 1.933 dis­

puso que se consideraba ley aplicable aquella que estuviera 

vigente en el momento de la decisi6n judicial que la impusi~ 
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re; en Brasil, se establece como ley aplicable la que estuvie 

re vigente al tiempo de lo.. ejecución n o exigiendo que tal ley 

sea contraria a lo dispuesto en las penas anteriores al hech o, 

ni distinguiendo lo favorable o desfavorable para el reo, por 

último, quiero mencionar lo que a l respecto dispone el Códi go 

Penal Francés que dice: liLa ejecuci6n cesará cuando el hecho 

que ha motiva do la medida de seguridad deje de ser reprimido 

por la Leyll, quizá la primera de las legislaciones menciona­

das sea la que más se acerca a la nuestra con la diferencia -

que nuestra legislaci6n determine por una parte su periodo 

de aplicaci6n y en ot~nR casos como ya lo hemos visto, se -

opta por la indeterminación sin entender por esto que hay un 

confinamiento; pues tiene el juzgador la facultad de decidir 

en qué momento cesará la ej eCl..Ición de estas medidas, el cual 

necesariamente será determinado por los actos de readapta-­

ci6n social demostrados por Al SU~AtO. 
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CAPITULO 11 

A)- PENAS Y J'vIEDIDAS DE SEGURIDAD. 

La idea es parangonar el concepto que tenemos sobre la 

pena y las medidas de seguridad persiguiendo como finalidad 

la determinaci6n de, si son conceptos equivalentes o si por 

el contrario cada uno de ellos tiene autonomia y como conse·­

cuencia su respectivo campo de acci6n. 

Empecemos por referirnos al fundamento del derecho de -

castigar, el cual veremos se desarrolla en dos teorias: Las 

Teorias Absolutas del derecho de castigar y las Teorias Rela­

tivas del mismo derecho. 

Las Teorias At ~ ~ :utas ~lenden directamente al delito C J 

metido declarando que la pena se impone porque se ha incurri-­

do en una infracci6n; en cambio, las Teorias Relativas buscan 

el fundamento y fin de la pena no en el hecho de haberse c ome 

tido una violaci6n a la norma penal, sino en atenci6n a un ob 

j eti vo más trascendente que consiste, en que la pena debe im·· 

ponerse con la finalidad de que no se cometan tales violacio­

nes. 

A continuaci6n agrego un cuadro sin6ptico sobre la divi­

si6n de las Teorias Absolutas~ 

1- Teoria de la Expiaci6n 

Teorías Absolutas 2- Teoria de la Retribuci6n 

3- Teoria de la Reprobaci6n 



- 18 -

4- Teorí a d e la Reconc i liación o 

del c on t r ato s ocial. 

5- Teoría d e l Resarcimiento. 

6- Teo r ía de la Transformación del 

derecho a l a obediencia. 

La primera de las Teorías qu e hemos mencionado sostien e 

que el dolor infring ido con la pena material o moral purifi­

ca el a lma y mediante el sufrimiento se r epara el mal (Pla­

tón). Como puede observar este tipo de pena desaparece del -

campo penal moderno desde hace muc h os a ñ os porqu e pierde o 

no contiene los fines que en esencia se persigue c on la apl~ 

cae ión de una pena. 

La segunda Teoría o sea, la de la Retribución so bresale 

con la escuela clás ica y en ~ iende qu e el delito con stitu y e -

una lesión irreparable y como co n s e cu en cia n o h a y más que a­

plic a r u na le s ión al delincuente. Esa lesión se reduce a la 

pena; observamos qu e con e s t a f or ma de pensar se olvida t o­

talmen te de las c a u s as que pudo h aber i nfluenciado a una pe~ 

sona a la comisión de un delito. 

La Teoría de la Retri bución concibe la pena c omo una -

censura o reproch e social hacia el delito y contra el delin­

cu ente. 

La Teorí a de la Reconciliación o del Contrato Social t u ­

vo entre s u s inspiradores a J u an Jacobo Rosseau, Hobbes en Ig 

g l a terra y Fritchen en Alemania, quienes se encargaron de de-
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sarrollar fundamentándola en el hecho de que sólo el Estado -

puede privar de la vida a las personas de los ciudadanos, por 

que éstos han cedido esos derechos a la comunidad mediante el 

contrato social, ya sea en forma expresa o táctia; y al violar 

el contrato social se está fuera del mismo, por lo que para 

ser admitido de nuevo como miembro de la comunidad, tiene que 

dar una satisfacción aceptando el castigo. 

La Teoría del Resarcimiento, sostiene que el delincuente 

debe reparar los daños oc a sionados por él mismo; y llega al -

grado de estimar que si el daño es material la pena es objeto 

del derecho civil, y si es moral es objeto del derecho penal 

y su compensación es también la pena. De inmediato surge, que 

los sostenedores de esta Teoría no hacían la distinción entre 

lo moral y lo jurídico razón por la que fué superada por el -

derecho moderno. 

Teoría de la TrRDAfo~~~~i~n del Derecho a la Obediencia. 

Fué expuesta por Carlos Binding; sosteniendo que la existen­

cia de la norma jurídica supone a su vez un derecho del esta­

do para que esa norma sea obedecida; pero como el Estado no -

puede constreñir al individuo para que obedezca las leyes es 

preciso transformar esa obediencia en una satisfacción por pa~ 

te del que ha delinquido, satisfacción que no es otra cosa -

que la pena misma. 

En la exposición de las anteriores teorías se nota que -
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el concepto de la pena ha ido evolucionandc, desde el simple 

castigo hasta la reparación del daño por parte del sujeto que 

ha delinquido, y la ingerencia del Estado a fin de regular el 

comportamiento de las personas se vuelve en un ordenami8nto de 

tipo pat ernalista en cuanto vela por hacer efectivos los dere 

chos de los sujetos que lo integran. 

Las Teorías Relativas teológicas o finalistas; son de un 

mayor avance en el concepto de la pena y pretenden prevenir -

la comisión de futuros delitos, a tal grado que se fundamen­

tan en el hecho de que la pena se impone no porque se haya -

come tido el delito sino corno ya dijimos antes para que no se 

cometa el delito y considera a éste corno un antecedente de la 

pena pero no como su fundamento. 

Después de exponer, brevemente el contenido de las Teo­

rí a s Relativas sobre la pena; considero oportuno mencionar -

que estas teorías se subdividen en Teorías Relativas de Pre-­

venci6n General o Social y Teorías Relativas de Prevención -

Individual o Soc ial. Mediante las primeras s e establece que 

las penas pretenden intimidir a las personas para que no cai­

gan en delito, amenazándoles con un castigo; en cambio en las 

segundas la p ena se vuelve un medio idóneo para evitar que el 

sujeto infractor de la norma vuelva a infringir. 

Por dltimo hay un grupo de expositores que sostienen las 

Teorías denominadas Eclécticas por medio de las cuales sostie 

nen el castig o no sólo como una respuesta ante el delito come 
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do primero y lueg o impuesto al violador de un precepto le gal 

corno retribución consi s ten te en la disminución de un bien j u-

rídico y cuyo fin es evitar los delitos. 

El Doctor Manuel Arrieta Gallegos, nos proporciona un -

concepto de pana, exponiendo qu e ésta es (3) "Una privación 

o restricción de determinados bienes jurídicos impuesta po r 

el Estado , con base al principio de legalidad, al culpable de 

una infracción penal, como medio preventivo del delito orea 

daptador del delincuent e , para la defensa social y tutela ju-

rídica de los intereses de la comunidad que el mismo Estado -

e stá obligado a proteg er". 

Por mi parte, intento dar un concepto de pena y expres o : 

Es la restricción de la libertad que el Estado impone al in-

fractor de la ley p enal por su conducta antisocial, a fin de 

defender a la sociedad o de tutelar los intere s e s a que está 

obligado; la pérdida o s u spensión de ciertos derechos en la 

búsqueda de la regeneración del delincuente o prevención del 

delito, y en algunos casos determinados expresamente por la 

Ley, eliminando al suj e to infractor. 

Con los conceptos que se han expuesto puede observarse -

que el concepto de la pena ha ido evolucionando en la medida 

Que lo ha permitido el desarrollo social; de manera que, aqu~ 

llas penas que para el caso en nuestra legislación nacional -

(3) Manuel Arrieta Gallegos.El Nuevo Código Penal Salvadore­
ño.Parte General.Pág.357. 
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quedaron relegadas a la historia jurídica y hoy no son sino -

prohibiciones que el legislador constituyente tuvo a bien es­

tatuir tal como lo comprobamos en el Art.168 inciso 20. de -

nuestra Constitución política que en forma expresa prohibe -

las penas perpetuas, las infamantes, las proscriptivas y to-

da especie de tormento. 

Nodernamente vamos estableciendo que las finalidades de 
d 

las penas se encaminan a la regeneración del delincuente, p~ 

ro que en su aplicación muchas veces no se logra e se fin, y 

es aquí, donde surgen las medidas de seguridad, que han sid o 

tratadas y conceptualizadas de la siguiente manera: 

El Maestro Francesco Carnelutti nos dice:(4) oLa medida 

de seguridad no es otra pena y por eso se distingu e de las -

penas accesorias, no tienen un fin de redención ni de i n timi 

dación, sino solamente de vigilancia del culpable liberado p~ 

ra que no haga mal uso de su libertad. Estoy conforme con es­

te concepto del JVIaestro Carnelutti, pero sólo en cuanto a qu e 

es aplic able a las medidas de seguridad pos-delictuales y no 

a las pre o anti-delictua les. 

Raymundo del Río dice que las medidas de seguridad "Son 

ciertas disposiciones adaptables respecto a determinadas per­

sonas, no dentro de una idea de amenaza o retribución sino de 

un concepto de defensa social, y de readaptación humana por -

tiempo indeterminado. 

(4) Francesco Carnelutti. Derecho Procesal Civil y Penal. 
Tomo II.Pág.352 y sigo 
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El Doctor Manuel Arrieta Gallegos (5) al r eferirse a las 

medidas de seguridad pos-delictivas dice que consisten: ¡YEn -

el tratamiento de prevención esp ecial que el Estado a través 

del Poder Judicial impone al delincuente, en atención a su p~ 

ligrosida d, tratamiento que responde al deber que el mismo Es 

tado tiene, por una parte, de logra r en la medida de lo posi­

ble la cura ción y readaptación del delincuente, y por otra del 

mantener l a seguridad y defensa de la sociedad ante el deli­

tol!, refiriendo este concepto al ilustre Giuseppe Maggiori. 

Por último, antes de intentar el concepto que me he f or­

mado de segurid a d deseo agregar el del Maestro Eugenio Cuello 

Calón que dice: "Ciertas medidas o trat amientos impuestos por 

el Estado a determinados delincuentes enc aminados a obtener -

su adaptación a l a v ida sOGial o su segregación de la mis­

mal! . 

Por mi parte, intento dar un concepto que comprende tan­

to las medidas pre-delictuales como las poS-delictua les y so~ 

tengo: II Son medidas que el Est a do establece a través de la .... 

Ley, para someter al imputado a un tra tamiento especial a fin 

de reincorpora rle a la sociedad o para prevenir la comisión -

de delitos tomando en cuenta su p e ligrosidad o co ndiciones -

personales. 

(5) Manuel Arri e ta Gallegos. Ob.cit.Pág.357. 
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Después de esta relación conceptual entre las penas y _. 

las medidas de seguridad estamos en posibilidad de establecer 

diferencias entre ambas y vamos a reunirlas de la siguiente -

manera: 

Primero:La pena se establece e impone al culpable en viI' 

tud de su delito; la medida de seguridad surge por el carácter 

dañoso o peligroso del agente. 

Segundo: La pena es un medio de producir un sufrimiento 

al culpable; la medida de seguridad es un medio asegurati va _. 

que va acompal1ado de una privación de libertad o de una intro 

misión en los derechos de una persona, para prevenir el deli­

to. 

Tercero: La Ley determina la pena según el bien juridico 

que se haya lesionado y la culpabilidad de su actor y como -

consecuencia la sentencia fija la medida de esa pena; la Ley 

determina la clase de medida de seguridad, según el fin ase­

gurador y su duración se establece en términos generales o -

sea que depende del resultado obtenido. 

Cuarto: La pena es la reacción politica contra el daño o 

riesgo causado por el culpable; las medidas de seguridad de­

ben de proteger a la sociedad antes del daño y el riesgo que 

se amenaza causar. 

A estas alturas, me parece que ya hay cierta clarida~ eg 

tre lo que debemos de entender por penas y por medidas de se­

guridad, en consecuencia pasamos a estudiar los sistemas qu e 
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se han aplicado para determinar con exactitud las institucio-

nes comentadas. 

B) SISTEMA ul~ITARIO O MONISTA. 

Según los posi ti vistas los conceptos de medidas de segur.~. 

dad son idénticos, y no encuentran distinción filosófica o ju­

rídica ~ a tal grado que para ellos las diferencias resultan ~--

inexistentes pues la sanción que se aplica sólo varía en ese .-

campo o sea su aplicación pero persigue el mismo fin. De suer··· 

te que bajo la terminología genérica de sanciones, se incluye 

las penas y medidas de seguridad, persiguiendo una finalidad -

común : la defensa social.(6) 

e) SISTEMA DUALISTA. 

Al contrario del sistema unitario, la Teoría Dualista no 

puede ver entre las penas la medida de seguridad un término -

genérico porque la primex'a es retributiva, en cambio la segun--

da es preventiva; aquélla se aplica a los imputables, en cambio 

ésta se aplica a imputables e inimputables; por otra parte, l a 

pena es una consecuencia jurídica del delito y para aplicarla 

se toman criterios tales como el daño causado, la gravedad del 

daño, etc., y las medidas de seguridad se aplican en función -

al estado o condición del sujeto, de manera que llegamos al 

punto de su indeterminación,lo que contrasta obviamente con l a 

pena. 

(6) Gustavo Labatut Glena-Derecho Penal.Parte General.Pág.431. 

\
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D) SISTEMA ADOPTADO EN LA LEGISLACION SALVADOREÑA. 

Entre nosotros resulta una cuestión indiscutible, que las 

penas y las medidas de seguridad son dos instituciones totalmen 

te distintas y por esa razón nuestro legislador en la redacción 

de nuestro Código Penal se refiere a las penas en el Titulo IV ~ 

Capitulo I del Libro Primero y en el Titulo V, Capitulo I se .­

refi e re expre samen te a las medidas de seguridad. Ante tal dis·· 

tinción, llegamos a la conclusión que la legislación salvador~ 

ña acepta el sistema dualista con todas las consideraciones a 

que hicimos referencia cuando anteriormente tratábamos este ... 

punto. 
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CAPITULO 111 

NATURALEZA JURIDI CA DE LAS MEDIDAS DE SEGUHIDAD "' _____ "'""" _ ..... ..:._ ..... ..,~. __ ~~ ~~ ~~~_~_- _~'-'-""_~._._~ ~~_~.~~ _~ .~- _~~..oon..~ __ --.:~~ ... = .... __ ~ 

A) DE ORDEN ADMINISTRATIVO. 

Se ha pensado que las medidas de seguridad corresponden al 

campo administrativo por cuanto esta actividad, tiene el carác 

ter positivo de promoción de los intereses sociales con el fin 

de cumplir los fines generales de la colectividad organizada y 

que su función eminentemente tutelar se desarrolla en actos 

que no requiere la dec}aTación formal de existencia ni priva-

ción de derechos. 

El problema se debate en las conside r a ciones que se hac e 

de que las medidas de segllridad por un lado llegan a la dogmá-­

tica penal y por otro con medidas de prevención que aplican l os 

órganos del Estado tales como las m~djdas de Policía; se pregun 

ta si las medidas de seguridad constituyen una categoría ju.rí· · 

dica o se confunden con las medidas de Policía que ya h emos -

mencionado. No ha lugar a discutir si las medidas de seguridad 

constituyen la categoría mencionada, porque eso es una cues-­

tión que ha quedado ya aclarada. 

B) DE ORDEN JURISDICCIONAL .• 

Don Alfredo Rocco sostiene que la función jurisdiccional 

se distingue de la administrativa, por los siguientes concep-



- 29 -

tos: !lEl Estado, que para la consecución de sus fines,tiene so 

bre todos los miembros de la colectividad un poder supremo, un 

sefiorio, al que corresponde en los particulares en un estado -

de subordinación o vasallage, que en otros tiempos era una re-­

lación de mero hecho, se han transformado en el Estado moder-

no de una relación jurídica, en cuanto el Estado, al regular 

con normas generales su conducta frent e a los particulares, ha 

sometido a limitaciones el ejercicio de dicho poder. ;¡Con este 

concepto partimos para exponer que la naturaleza juridica de 

las medidas de seguridad es de orden jurisdicciomal, desechan-

do desde luego, la idea de que sean de orden administrativo.Lo 

anterior porque como muy bien lo dice nuestra Constitución Po­

litica en la parte final del inciso tercero del Art.166, las .. 

medidas de seguridad deben de estar sometidas a la competencia 

del Poder Judicial y desarrollando ese principio consti tucio·· 

nal mencionado el Código Penal en el Art.10l expresamente man.i 

fiesta : ¡fLas medidas de seguridad serán aplicadas por el Juez 

en los casos expresamente establecidos por la Ley. Para r eafir 

mar este criterio que también es el mio, deseo mencionar el -

Art.l de la Ley Orgánica del Poder Judicial (1) que dice: 

l/El Poder Judicial será ejercido por la Corte Suprema de Justi 

cia, las Cámaras de Segunda Instancia y los demás Tribunale s -­

que establezcan las leyes". En consecuencia técnica y jurídic~ 

(1) Recopilación de Leyes-Publicaciones de la Corte Suprema de 
Justicia,El Salvador, 1979.Pág.69. 
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mente concluyo que la naturaleza jurídica d.e l a.s medidas de s:; 

guridad es de orden jurisdiccional y j amás de orden administra 

tivo. 
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CAPITULO IV 

SUJETOS A MEDIDAS DE SEGURIDAD 

A) DELINCUJ:~NTE HABITUAL. 

En En el Capítulo 1 de este trabajo hicimos una relación de los 

sujetos a medidas de seguridad, en el que no mencionamos al delig 

cuente habitual, porque he querido trata rle en forma especial 

pues esta clase de sLljetos normalmente son aque llos a quienes l a 

aplicación de l a pena no l e produce ningún efecto y por su com­

portamiento demuestran un potencial de peligrosidad. 

Nuestro Código Penal también le da un lugar especial a esta 

clase de delincuentes y en el Art. 111 refiriéndose a ellos dice: 

¡¡Será decla rado delincuente habitual el que cometiere un nuevo 

delito doloso después de haber sido condenado po r dos o más de 

la misma especie. ¡¡Precisa pues, que se llenen los requisitos 

siguientes: 

a) Que no esté comprendido en los casos que me nciona el 

Art. 110 del Código Penal; 

b) Que el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos; 

c) Que los delitos por lo s que fue condenado sean dolosos~ 

d) Que el nuevo delito cometido también sea doloso; y 

e) Que l a calidad del deliencuente habitual sea declarada 

por el Juez competente. 

Resulta, que por los requisitos antes expuestos, podemos e~ 

talbecer que aquellos sujetos que comentan delitos que tengan 

la categoría de culposos no pueden ser declarados delincuentes 

habituales y por aplicación del principio de legalidad surge la 
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necesidad de exiuírla. 

También procede la declaración de delincuente habitual p~ 

ra aplicar medidas de seguridad en el caso del concurso real de 

delitos, pero estableciendo como condición de que debe haber r e 

caído sentencia judicial. Entendiendo que el concurso real exis~ 

te cuando se comenten dos o más acciones u omisiones en forma 

sucesiva, independiente entre s í 9 por un sujeto sin que en él 

exista unidad de propósito criminal, siempre que alguna o alg,!¿ 

nas de las acciones u omisiones no estén penadas o sancionadas 

previamente. Para que la figura sea típica es necesario los si 

guientes requisitos: 

1) Que las acciones sean cometidas por el mismo sujeto; 

2) Que hayan pluralidad de re s ultados y cada resultado sea 

constitutivo de un delito; 

3) Que el sujeto no haya s ido condenado por alguno de los 

delitos result antes; 

4) Que los delitos sean independientes entre sí o sea que 

no se acepta la conexidad; 

5) Que no haya pre .'cri to l a ac ción para la persecución y 

castigo del delito o delitos; y 

6) Que r e caiga una sentencia condenatoria ejecutoriada. 

Ráteradamente, hemos mencionado al hablar del concurso r eal 

de delitos, el último término mencionado; la razón es porque 

en esta clase de concursos no cabe su aplicación en la falta. 

BIBLIOTECA CENTR,..\ 
UNtVEl'lelDAD DE EL ."L\I,"{"'· " 
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s ay de la opinión que pa ra declarar a un de lincuente habitual 

debería de inverstigarse a fo ndo la personalidad del sujeto para 

poder determinar con bastante exactitud la clase de medidas de 

seguridad que debe aplicarse, y pa ra practicar esta investiga- ­

ció n debiera auxiliarse al funcionario que ejerce la jurisdic-­

ción, de un personal especializado que emita su dictamen (Sicó.· 

lagos, Siquiátra s, Trabajadores Sociales) respecto a la persoD§ 

lidad del sujeto; pues en la practica, los Tribunales no entran 

a conocer al delincuente sino más que todo aplican la Ley toman 

do en cuenta el delito cometido. 

B) DELINCUENTE PROFFoSTONAL 

El Art. 112 del Código Penal nos dice: HSera declarado d.~ 

lincuente profesional el que cometiere sucesivas infracciones 

aún cuando haya sido juzgado por ellas, si d e su personalidad 

y modo de vida establecido judicialmente se deduce su tendencia 

a vivir de los efectos del dpl it0 . T,q medida de seguridad que 

debe de aplicarse, no está determinada con rigidez pues el juz 

gador es quien deberá de apreciarla; ahora bien según la dispQ 

sición que cometamos debemos de preguntarnos si será una medi­

da de seguridad pre-delictiva o posdelictuosa; me inclino por 

la última tomando en cuenta de que la circunstancia por la que 

el sujeto no fue juzgado no obstante la infracción cometida no 

quita el desconocimie nto de su existencia, o sea que el delito 

o la falta como violación a la norma jurídica no puede ignorarse. 

Hay una opinión contraria y es que se trata de una medida de 
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seguridad pre-delictual con la que no e stoy de acuerdo porq' te 

en estas estamos previniendo la comisión del delito, en carJio 

en aquellas el delito se ha cometido .o 

Ocurre normalmente que estos sujetos cometen infracci nes 

con mayor generalidad, relativas al patrimonio de las per - lnas 

(hurto, robo, estafa, etc.) 

Decíamos que el delincuente profesional puede infrir ;ir 

la ley cometiendo delitos o faltas] entonces en el caso le las 

faltas puede declararse también la profesionalidad del dl lincuen 

te, esto es así cuando vemos el Libro Tercero de nuestro Código 

Penal que en el Art. 446 7a~ dice que se establece la l:}.ber-­

tad vigilada, como medida de seguridad especial para las faltas 

lo que consiste en someter al sujeto a condiciones previamente 

determinada por dispos~ción de la ley o a juicio del funcionario 

Fundamentalmente las medidas concretas se reducen a la readap-­

tación y a las educativas, pues por lo ~en2ral se trata de su-

jetos con defectos de personalidad , 

Gustavo Labat ut G lena cuando se refi ere a e st e tipo de su·· 

jetos(l) nos habla'en el sentido que para apreciar la peligrosJ.:.. 

dad de éllos debe de tomarse en cuenta su personalidad en un 

triple aspecto somático, psíquico y moral; la vida anterior y 

posterior al hecho que provoca su calidad y el hecho de que 

pone de manifie-sto el estado antisocial y sus motivos. 

(1) Ob. Cit. Pág. 498. 
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CLASES DE MEDIDAS DE SEGURIDAD 

A) CURA.TIVAS 

Todas l as legislaciones con alguna r ara excepción , coinci­

den en la aplicación de esta clase de medidas, pues se trata de 

aplicarl as a sujetos Que sufren una grave anomalía psíQuica -

Que urge de un tratamiento especi alizado . 

Nuestra legislación no l a de sconoció y aún cuando e l Códi 

go Penal derogado no decía expresamente Que se trataba de una 

medida de seguridad si manifestaba en el inci so segundo número 

primero del Art.8 (1) lo siguiente: r1Cuando el loco o demente 

hubiere ejecutado un hecho que l a Ley clasifiQue como delito 

grave, el Tribunal decretará su r eclusión en un hospital si -

fuere posible ... lli en la actualidad con un menor tecnicismo el 

Art .104 del Códigu rc;!ldl expre sa: ;'las medidas cura ti vas con­

s istirán en l a sujeción al tratamiento terapéutico de carác-

ter psiQuiátrico o sicológico Que corre sponda y se aplicarán 

en establ e cimientos especi ales o en secciones adecuadas de lo s 

centros penales ll • En el caso de Que se tratara de un enfermo men 

tal debe de r ecluírsele en un hospital para ese tipo de enfermos 

(Hospital PSiQuiátriCO) a fin de Que sean tratados de acuerdo 

(1) Constitución y Códigos de la República de El Salvador, 
19 67, P ág . 99 4 . 
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por la enfermedad de que sufren y de ser posible mantenerlos sQ 

parados de los demás enfermos mentales, cabe mencionar que estas 

medidas corren también para otros sujetos ininputables tales co 

mo los que mencionan en el Art. 38 del Cógido Penal en el lite­

ral b, o sean, los que sufren grave perturbación de la concien­

cia, como en los estados de embriaguez plena Y fortuita o debi­

da a fuerza mayor, o intoxicación también plena y fortuita o d~ 

bido a fuerza mayor, de drogas de cualquier índole; por supues­

to que en este caso tiene que recluírsele al sujeto en el esta­

blecimiento adecuado; luego tenemos los casos de desarrollo psí 

quico retardado entre los que la ley menciona la idiocia y la 

imbecilidad así como otros similares y al final también es a­

plicable esa medida a los que padecen de desarrollo psíquico 

incompleto, como en los estados de sordomudez de nacimiento o 

adquirida ante s de los doce años si se care ciere en absolut'o de 

instrucción. Estos casos se refieren a esas condiciones persona 

les del sujeto delincuente en el momento de ejecutar el hecho, 

pero puede aplicarse también esta medida en el caso de que el 

delincuente para el caso sufra de enfermedad mental posterior 

a la comisión del delito tal como lo autoriza el Art. 467 del 

Código Procesal Penal. 

B) EDUCATIVAS 

El Art. 105 del Código Penal dice HQue la s medidas educati 

vas consistirán en el sometimiento a régimen de educación y tra 

bajo que el Juez determine!? 



Esta clase de medidas en nuestro medio puede decirse que no 

es efectiva por las razones que expondré: en los centros penite~ 

ciarios de nuestro país existen escuelas organizadas de tal man~ 

ra que ¡::arecieran destinadas para sujetos normales; y aún cuan.-

do se aplican programas educativos elaborados por el Ministerio 

de Educación los efectos son mínimos. Las condiciones de los -

centros penitenciarios son precarias de manera que el sujeto 

permanece en un estado emocionalmente inestable y bajo esa si­

tuación no es posible percibir el conocimiento de la misma mane 

ra que lo percibe e 1 sujeto que no e stá detenido; por ot ra par·-

te los programas educativos están orientados hacia el conocimien 

to ordinario; pero no para la preparación sicológica del suje­

to para su liberación posterior, de ahí, que veo la necesidad 

de que los organismos correspondientes elaboren planes de estu­

dio tendiente a preparar al sujeto en el campo de instrucción o 

del conomiento, pero que al elaborar estos programas educativos, 

debería de introducirse la orientación sicológica del recluso 

a fin de prepararle, para que se incorpore a la vida social cuan 

do obtenga su libertad. En cuanto al trabajo debo de critio3r 

nuestro sistema penitenciario, en el sentido de que si bien es 

cierto, de que el recluso busca un medio de ocupación en los 

centros penitenciarios, no lo hace orientadamente sino en la ma 

yor parte de los casos como un escape mental a su restricción 

de libertad y en otros casos ante la necesidad de colaborar des 

de su lugar de reclusión a la familia que posiblemente haya 

BIBLIOTECA. CEN TRAL 
UI'4 ' V t:: I'tS I DAO DE E L 5 A L'o' .... O G !I 
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quedado abandonada. De manera que, cuando el delincuente es li 

berado la ocupaci6n que tuvo durante su detención o restric-­

ci6n de libertad, la abandona por no ser su vocación; y luego 

queda en el medio social casi de la misma manera en que se en 

contraba antes de haber delinquido, ser sancionado y ser sc­

metido a esta medida de seguridad. Por esta raz6n, como la m~ 

dida queda a la determinación del Juez, soy del criterio que 

este Juez también debería informarse de las condiciones psíqui 

cas del delincuent e, de su manera anterior de vivir de sus re 

laciones en el medio social en que vivió y para ello lo menos 

que pudiera hacerse es oír el dictámen de técnicos especiali­

zados, tales como: sicólogos, sociólogos~ trabajadores socia-­

les, etc., y para observar el cumplimiento y eficacia de la m~ 

dida adoptada debería de constituirse un patronato en el cual 

naturalmente tendría lugal el Juez. 

C) DE INTERNACION 

Esta clase de medidas se conocen también con el nombre -

de eliminatorias, pues consisten en un régimen especial de pri 

vación de libertad y para cumplirse la Ley establece Centros 

especiales con lo cual evidentemente se separa al sujeto de-­

lincuente del medio social en vista de su peligrosidad. Este 

tipo de medidas son dentro de la clasificación general, medi­

das de seguridad pos-delictivas. 

El Art. 206 del C6digo Penal dice: nLas medidas de in-­

ternaci6n consistirán en un régimen especial de privación de 
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libertad y se cumplirán en colonias agrícolas, institutos de 

trabajo u otros establecimientos adecuados si lo hubieren, o 

en departamentos destinados para tal objeto en los centros pena 

le s. 

El trabajo carcelario (2) puede perseguir otro fin además 

de la readaptación del delincuent e, e 1 cual consiste en prove er 

al sujeto de la capacidad económica necesaria para el pago de 

la indemnización de los perjuicios a que hubiere sido condena­

do por el delit o; pero de cualquier manera que se vea; el 18-·­

gislador lo que pretende es que por este medio el sujeto se 

readapte a la vida social, corrigiendo sus defectos que como 

persona observó antes de la comisión del delito; el trabajo ad 

quiere así su verdadero sentido pues el derroche de energías 

sin fines productivos no solo degenera físicamente al hombre, 

sino que lo desmoraliza y le infunde, además el espíritu de 

venganza. 

Esta me dida de seguridad e s un avance en. la legi sla ci ón 

salvadoreña, desgraciadamente poco se hace para darle cumpli--

miento, sin que por esto se entienda que hay falta de voluntad 

del juzgador; sino que existe imposibilidad física y económica 

o presupuestaria p2ra proveerse de los instrumentos indispensa 

bles que darían eficacia a la medida dque comentamos. En el ca 

pítulo anterior hablamos del delincuente habitual y del delin 

(2) Luis Calos Pérez - Manual de Derecho Penal - Parte Gene 
ral y Especial, Pág. 181.-
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cuente profesional, hoy aseguramos que a este grupo de sujetos 

cabe perfectamente la aplicación de e sta medida. 

Giovanni Leone (3) nos cuenta que según la legislación .. 

italiana esta medida de seguridad es también aplicable a los 

toxicómanos crónicos y enfermos alcohólicos; estando de ac~e~ 

do con el tratadista mencionado; pero considero, que antes de 

la medida de internación a esta clase de sujetos, debe de 

aplicárseles las medidas de segurid ad curativas que ya hemos 

referido en la parte primera de este capítulo. 

El Cód igo de 1,904 vislumbra en el Art" 18 de e sta clél se 

de medidas cuando en c::::.1.:i.rl.ad de retención imponía una cuarta 

parte más de la pena al condenado que hubiere cometido algún 

delito y observare mala conducta o se resistiese a trabajar ' 

aplicándose naturalment2 los reglamento s de prisión. 

Es comprensible, que nuestro legislador antiguo se man­

tuviese rígido ba .io p8.troDo ~ r18 '1'.1 derecho penal superado, 

que sólo veía el delito y la pena. Como también es compren­

sible que nuestra nueva legislación haciendo uso de las doc-

trinas modernas en el campo penal hayan introducido los con­

ceptos de delitos, penas y medidas de seguridad~ 

D) PREVENTIVAS. 

Estas medidas de seguridad presentan sus propias carac­

terísticas y entre las que más sobresalen está la de que no 

(3) Giovanni Leone Tratado de Derecho Procesal Penal, Tomo 111 
Pág. 429. 
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requiere internamiento, con lo que sale del común denominador 

de las restantes medidas que hemos estudiado anteriormente. 

Las medidas de seguridad preventivas pueden ser: 

a) Personales; y 

b) Patrimoniales. 

Las primeras como su mismo nombre lo indica dependen del 

sujeto a quien se impone concretándose en obligaciones y prohi 

biciones que la misma Ley seftala y que debe de cumplir el suj~ 

to para evitar la comisi6n de nuevos delitos. 

Según el Art. 107 del Código Penal son medidas preventi-­

vas personales las si~uientes: 

a) Obligación de prexentarse a los organismos especiale s 

encargados de vigilancia que el Juez designe; 

b) Prohibición de concurrir a determinados lugares; 

c) Fijación del domicilio, con preferencia en ciertos ca 

sos, del lugar de origen del sujeto; 

d) Obligación de abstenerse de bebidas alcohólicas o de l 

uso inmoderado de las mismas, a juicio prudencial ;del Juez; 

e) Abstenerse de consumir sustancias estupefacientes o 

alucinógenas; 

f) Privación de la licencia para conducir automotores; y 

g) Prohibición de portar armas. 

En cuanto a presentarse a organismos especiales en nues­

tro país, solo tenemos los tribunales de lo penal o de primera 

instancia en donde normalmente ejercen su jurisdicci6n los-
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jueces que aplican est as medidas , pero no son organismos especi~ 

les sino que de acuerdo a nuestro C6digo Penal son 6rga nos ordi­

narios comunes que ejercen permane ntemente jurisdicci6n judicia l; 

luego esta presentaci6n a ese organismos es meramente te6ric a y 

si acaso quisieramos encontrar algunos pienso que sería para el 

caso de los inin)ut abl~s el Conseja Salvadoreño de Menores ; pe .. 

ro esto es fuera de nuestro tratamiento, porque se trata de U:.-.2 

Ley Tutelar y no de jurisdicci6n ordinaria. Re itero la necesidad 

de que se integre un Consejo o Patronato que ha ga posible la a-

plicaci6n de las medidas de seguridad. 

La segunda medida creo que tiene importancia pero en nue 3tro 

medio me limito a decir nsin comentario'? En cuanto a la f ija ciJn 

del domicilio, si es de fácil cumplimiento y en caso de dud a s u 

comprobación tampoco precisa de grandes alcances. 

La s dos últimas medidas o sean l as relativas a sus litera l e s 

(f) y (g) son muy atinadas para prevenir l a comisión de delitos 

y de muy fácil aplicaci6n en el sentido de que bastaría 1m. 0f'; ~.; -

librado por el Juez que impone la medida de s eg uridad para que el 

funcionario administrativo como en el ca so de portaci6n de lice:1 

cia, ordenase la cancelación o privaci6n de ellas; lo mismo que 

la portaci6n de armas, inmediatamente que la persona se presen~a -

se a matricular un arma; el funcionario encargado debe de revi;::: a ~ ' 

sus archivos para establecer si a esa persona le está prohibid~ 

portar armas. 

La segunda clase de rredidas o sean ' las Patrimoniales se 

reduce: 
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a) La caución de buena conducta; 

b) El comiso. 

El término cauci6n equivale a una obligación y tal como lo -

dice el Art. 108 de nuestro C6di;0 Penal: "La cauci6n de buena 

conducta consiste en la garantía de que el sujeto peligroso no per 

petrará nuevos hechos punibles y que cumplirá las condiciones que 

le sean impuestas durante un período de prueba que no será menor 

de un año ni excederá de cinco. ¡¡Dicha caución podrá ser personal, 

prendaria, hipotecaria o dep6sito de dinero, a satisfacci6n del -

Juez y por e 1 término que se ña le en la sentencia?Y. 

Como observamos la garantía dada por el sujeto persigue como 

fin prevenir la comisi ón de nuevos delito s, naturalmerrt e qLE pa ra 

imponerla s deberá haberse establecido la peligrosidad del sujeto a 

quien se impone tal medida. Cuando la Ley se refiere a la cauci6n 

personal nos extendemos a sostener que este no es sino uno de los 

casos de cauci6n juratoria que menciona el Art. 257 del Código Pro 

cesal Penal, en vista de que impera ante todo el juramento de l su­

jeto de cumplir con las obligaciones que se le impongan por el Juez . 

En cuanto a las demás formas de rendir cauci6n me pregunto, 

si entre las cosas que se pudiesen dar en prenda cabría por ejem 

plo un título-valor (letra de cambio) llego a la conclusi6n que no 

hay ninguna prohibición de manera que si se pudiese aceptar un 

título valor como cauci6n prendaria, pienso que sería mejor agre­

garle a este artículo en la parte final y después de dep6sito de 

dinero" o títulos valores"; todo a satisfacci6n del Juez. 



b) El Comiso. 

El t~rmino comiso se ha definido "Toda clase de confisca--

ci6n; p~rdida de la cosa que sufre la persona que comercia en gf 

neros prohibidos o defraude al fisco, mediante el contrabando ; 

la mi'sma C03a o los mismos bie nes que se pierden l1 • De la defini--

ci6n anterior desprendemos un t~rmino común el cual consiste en 

la p~rdida de la cosa i por lo q ue con sobrada razón nuestro le 

gislador sostiene en el Art. 109 del Código Penal "El comiso con 

siste, en la p~rdida de los instrumentos con que se hubiere ejecu 

tado el delito o de las cosas ~3teriales objeto del mismo y se -

impondrá siempre que tales objetos hayan llegado a manos de l a 

autoridad, a menos que un tercero no responsable del delito just~ 

fi que en el proceso ser legítimo propietario de los mismos. 

No obstante lo dispuesto e n el inciso anterior, en ningún -

caso será objeto de comiso, como instrumento de delito, la impreQ 

ta, sus accesorios o cualquier otro medio material destinado a -

la divulgación del pensamiento. 

Cuando los instrumentos y cosas a que se refiere el inciso 

primero fueren de uso prohibido o de lícito comercio, el Juez a--­

cordará el comiso, a unque no llegue a declararse la existencia 

del delito o no pertenezcan al acusado. 

Las leyes procesales indicarán el destino de los objetos -

caídos en comiso. HEn efe cto, el Art. 187 del Cód igo Procesal Pe 

nal, dispone que si los objetos secuestrados fueren de uso pro--

hibido o de ilícito comercio, el Juez ordenará su comiso y no se 
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devolverán a quien los tenia en su pod e r aunsue no llegare a co~ 

probarse la existencia del delito. Pudiera pensarse que hay vio­

la ci6n al principio cODstit uciona 1 en el sent ido de que como no 

hay delito no puede aplicarse la medida, pero eso solo podria pr~ 

sentarse si desconociéramos que las medidas preventivas son orde­

nadas por la misma Constitución, de lo que sí creo que debe auxi­

liarse el juzgador, es de la Ley de Estado Peli~roso para justifi 

car l a aplicaci6n de l a medida. 

Cuando se trate de arW:i s, pertre chos o elementos de guerra 

que hubieren caido en comiso, deben de remitirse al Ministerio d e 

Defensa y de SeGuridad Pública, después de que el Juez haya prac­

ticado l as diligencias tendientes a la comproba ción del cuerpo -

del delito y de l a delincuencia. 

Por excepci6n, no pueden ser objetos de comiso, la imprenta , 

sus accesorios y otros medios de comunicación. La comunicaci6n so 

cial con todos sus vicios que pudieran argumentarse, quizá es el 

medio totalmente id6neo para interrela cionarse en una sociedad -

democrática; de manera, que si el legislador hubiese dej ad o abier 

ta la posibilidad para que estos medios e instrumentos fuesen ob-

jetos de comiso, la arbitrariedad en algún momento de nuestro de 

sarrollo social se hubiese entronado en los organismos ' u 6rganos 

que ejercen jurisdicci6n en esta materia para que l a expresión 

del pensamiento de los ciudadanos, fuese sólamente un deseo más , 

no un derecho. Consecuente con esta mi forma de pensar nuestro -



46 

legislador estatuye en el Título X relativo al régimen de dere--

chos individuales y en Art. 158 inciso 30., declaró respecto a la 

expresión y difusión del pensamiento: liEn ningún caso podrá secue.§. 

trarse como instrumento de delito, la imprenta, sus accesorios o 

cualquier otro medio material destinado a la difusión del pensa--

miento y el Código Penal no hizo más que trasladar la disposición 

mencionada!? 

La caución de buena conducta como medida preventiva patrimo-

nial de seguridad, se impone al sujeto en la sentencia; en cambio 

en el comiso no precisa de la sentencia que declare la aplicación 

de ella, a tal grado, que como lo dice el mismo Art. 109 aunque 

no llegue a de clarar la e xist en cía del delito, el comi sO como me-­

dida de seguridad preventiva deberá aplicarse en sus respectivos 

casos. De manera que esta medida de seguridad, podemos clasificar 

la con un criterio dual, es decir, en oportunidades como pre-deli~ 

tual y en otros casos como pos-delictual. 

En cambio la caución de buena conducta es preventiva de nue-

vos hechos punibles, lo que nos aclara como una consecuencia de 

que es una medida de seguridad pos-delictual. 

En otros países como por ejemplo en Italia (4) las medidas 

de seguridad pos-delictuales se aplican provisionalmente y pueden 

según los resultados del proceso revocarse. Es el caso por ejemplo 

que cuando se decreta el sobreseimiento, la sentencia puede ordenar 

(4) Giovanni Leone, Tratado de Derecho Procesal Penal, 
Tomo 111, Pág. 431. 
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expresamente la cesación de las medidas de seguridad. En la Le­

gislación Salvadoreffa, no tiene cabida el criterio de la .legis­

lación Italiana, pues nuestra Ley permite la sustitución y la 

extinción de la misma según los casos y lo que es más no admiten 

tan siquiera suspensión condicional. 
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CAPITULO VI 

CUMPLIMIENTO DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD """"""--- ......... ~.~ ..... ;..~'~' _._~=. _ ,=,~="", ,,,,,,,,, _~-'<""""'_"""""'_~~~~' !-"D.. __ """""'''-~ 

A) SUSTITUCIOliT. 

Una de las caracte risticas esenciales de las medidas de -

seguridad~ es la que pueden sustituirse o r eemplazarse por otr8s 

medidas cuando convienen su aplicación tomando como criterio PQ 

ra el reemplazo las condiciones personal es del sujeto. Las cu§ 

tro clases de medidas (Curativas, Educativas, de Internación y 

Preventivas), pueden sustituirse según convenga a los intere -

ses de la sociedad y del sujeto a quien se le aplica. 

La disposición legal que autoriza la sustitución de las -

medidas de seguridad, es el Art"116 del Código Pena l que dice: 

IISi durante la ejecución de una medida de seguridad, el Juez 

comprobare la conveniencia de r eemplazarla por otras de las -

convenidas en el Ar~.lúj, que considere más adecuada a las con 

diciones personales del sujeto, podrá hacer la sustitución en 

re solución razonada!1. Las medidas que menciona el 103 son l as 

que dejamos anteriormente señaladas entre paréntesis . 

El Juez no podria sustituir por otras medidas que no fue 

ran las mencionadas, porque entonces estaria violando el prin-

cipio de legalidad en cuanto a la aplicación de estas medidas. 

No vamos a referirnos a l as circunstancias crel término -

que l a medida reemplazada debe de tener, porque será el Juez --

S/BL fOTECA-CENTP~;'-'-~'''\ 
'---UNIVEI'tSIDAD DE EL 5A' ',' t 

¡ 
¡ 
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a su juicio prudencial y en la resolución razonada que ordena 

tal reemplazo, donde establecerá ese término; tendremos oportu 

nidad de ver los términos de las medidas de seguridad cuando -

hablemos de su extinción. 

En el razonamiento de la resolución que ordene el reempl~ 

zo de una medida de seguridad, como imperan las condiciones -

personales del sujeto, creo que tiene fundamental importancia 

el dictamen que los peritos técnicos emitan sobre la conducta 

del sujeto, y esto más que nada porque el Juez aún con su ca­

pacidad académica, dudo esté en posibilidades de poder emitir 

una opinión sobre las condiciones personales de un procesado; 

máxime si se refieren a cuestiones de personalidad del sujeto 

a quien se va sustituir la medida que se está aplicando. 

B) QUEBRANTAMIENTO. 

El Art.117 del Código Penal expresa: ¡'El quebrantamiento 

de las medidas de internación, facultará al Juez para prolon­

gar la medida impuesta durante el tiempo prudencialmente nece­

sario para que ésta cumpla su fin. El quebrantamiento de las -­

medidas educativas y preventivas autorizará al Juez para prolog 

garlas o sustituirlas por una medida de internación cuyo plazo 

fijará prudencialmente, sin que pueda exceder del término que 

faltare para el cumplimiento de la medida quebrantada. 

En ambos casos, las medidas prolongadas o sustituidas no 

podrán sobrepasar el límite de quince años. a Con sobrada razón 
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dice el Doctor Manuel Arri e ta Gallegos (1) que el Código no h~ 

ce referencia en este caso a las medidas curativas ¡¡Si n duda -

en atención a la naturaleza de las mismas, ya que suponen el -

encierro en un establecimiento especial o en secciones adecua-

das de los centros penales en donde se recibirá el tratamiento 

terapéutico correspondiente. Es concebible, desde luego una _. 

evasión, y en tal caso l a recaptura del evadido para la conti-

nuación de su tratamiento o del régimen al que judicialmente -

está sometido, para que en uno u otro caso s e reanuden l a apli 

cación de la medida correspondiente. ti 

Las otras medidas de seguridad sí pueden quebrantarse por 

el sujeto a qui enes se l es aplican, y pue den presentarse los -

casos de evasión o fuga, así como también el de no cumplirse ... 

con las condiciones que por Ley l e han sido impuestas ; y en t f:: 

les situaciones como lo expresa el Art.117 que hemos referid0 

queda autorizado por disposición de la Ley , el Juez para pro~ 

longarl a en un plazo prudencial. Pero esta discrecionalidad que 

la Ley otorga a l funcionario que ejerce jurisdicción, tiene un 

límite legal y es, el de que no pueden ser indefinidas sino .­

que su límite máximo es el de quince años. 

C) EXTINCION. 

Nuestro l egi s lador ha hecho lo posible por darle autonc-

mía a las medidas de seguridad, sin embargo cuando se r efiere 

a la prescripción de ellas no pudo separarse de la pena y den­

t1l Manuel Arrieta Gélllegos, El Nuevo Código Penal Salvadoreño , 
(Comentarios a la Parte General.Pág.370). 
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tro de esa forma de pensar concibe la prescripción de las medi 

das de seguridad en los mismos términos de la pena, salvo el .-

cas o de las medidas curativas y educativas que por su indeter-

rninación d e jan de aplicarse a juicio del f~ncionario cuando s e 

establezca la eficaci a de la medida. 

El Art. 118 del Código Penal hace una separación de l a s me 

didas de seguridad para tratarlas en l o relativo a su extinción 

y expresa: liLas medidas preventivas y l as de internación pres-

cri birán en los t érmino s y formas señalado s para l a pre scrip·" 

ción de la pena. 

En cuanto a las medidas curativas y educativas se estará 

a lo que dispone e l Art. 114. 

Las medidas de seguridad en ningún caso podrán suspende:;:>· · 

se condicionalmente. 

Las medidas de seguridad no se extinguen por amnistí a ~1i 

por indulto. ¡;Bajo este criterio seguido por nuestro legisl a ·-

dor las medidas preventivas y de internación prescribirán: r i S~ 

g~n el tiempo que e l Juez haya ap reciado prudencial, más una -

cuarta parte más en las primeras; y en l as segundas en caso de 

duración máxima será la de quince años y una cuarta parte más, 

seg~n el Art .127 del Código Penal. 

La amnistía ni el indulto no extingue l a medida de seg1.l-· 

ridad pue s: ti Se han instituido para extinguir la a cción penal 

la pena impuesta, s in perjuicio de la obligación que el Estado 

tiene de favorecer a l individuo peligroso con un tratamiento .. 

r BI8L10TECA CENTP~. ¡ ., 1\\ 
\ lINIVEf'l.SIOAD DE EL SJ\-LVA Or. · ) 
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adecuado p a ra así d efende r a l a sociedad. a (2) 

La libe rtad condicional es una institución en b e n e ficio a 

un imp utado antes d e cumplir su pena en l a prisión, bajo previo 

requj_sito y condiciones que debe de cumplir; de manera, no es 

aplica ble a l a s medida s de segurida d por tra t a rse de dos insti 

tuciones dife rentes a l as que hemos tratado en e l curso de e o­

te trabajo, de separar para determinar su campo de aplica ción . 

(2) Ob.Cit.Pág.37l. 
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COlWI-1USIONES 
. ' . _~" -"'-~- ~ 

Las medidas de seguridad se aplican por disposici6n Const~ 

tucional,tal como queda demostrado en e l curso de es t e traba jo, 

y el juzgador no puede aplica r una medida de seguridad que no 

esté previamente determinada por la l ey , so pena, de violar el 

principio de l egalidad de l a misma y lo que es más grave, nues 

tra Carta Magna. 

El dere cho moderno, no puede menos que reconocer esta In~ 

tituc~como un medio de defensa para la sociedad; pues buscQ 

mas en el delincuente las causas que motivaron l a comisi6n de 

una infracci6n penal, con fines de readaptaci6n y no de exter-

minio del suj e to. Conociendo l a teoría de l as medidas de segu-

ridad y su vigencia en nuestra Legisl ac i6n, es preciso ini cia r 

una lucha en el aseguramiento de los instrumentos indispensa-

bIes que permitan hacerlas efectivas . 

La s medidas de seguridad gozan de tal autonomí a 1 que ti e-

nen su propio concepto, su naturaleza jurídica y su especial -

campo de aplicaci6n; de suerte, que en ningún momento pueden 

confwldirse con las penas y por esa raz6n hemos desechado l a -

teoría Unitaria o Monista de las medidas de seguridad. 

En cualquier medio social que nos encontremos, estaremos 

en presencia de sujetos potencialmente peligrosos, y en conse-

cuencia debemos hacer los esfuerzos indispensables para descu-
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brir en ellos l as causas de su peligrosidad? tratando de remo­

vérselas u fin de volver adaptable al inadaptado. En este orden 

de ideas? debemos ser ouidadosos en la inve sti gaoión del sujeto? 

y saber determinar oon bastante seguridad cuando es conveniente 

s ustituir una me dida de seguridad por otra? o de ser posible en 

los casos que la l ey lo permite decretar su terminación. 

ro r último? con e l solo deseo de que l as medidas de seguri 

dad sean eficaces formulo la siguiente r ecomendación : en todos 

los lugares donde haya juzgados de Primera Instancia con juri~ 

dicción en materia penal, debe organizarse un patronato que s~ 

pervice la aplicación y progreso de las medidas de seguridad,­

el cual estaría formado: por el Juez que ordenó la aplicación 

de la medida de seguridad, un representante de la Procuradurí a 

General de Pobres? otro r ep resentante de l a Fiscalía Gene ral de 

la República, un representante de las Asociaciones de Abogados 

y el Encargado del Centro o Establecimiento en dond e el s ujeto 

estuviere sometido a la medida de seguridad declarada. 

Este Patronato debe escuchar y atender con la urgencia del 

caso los dictámenes que los peritos técnicos emitan según el 

caso que se les mande conocer? Y además el Patronato debe seguir 

la información necesaria sobre la conducta del sujeto y oport~ 

namente opinar en el sentido de que el sujeto peligroso o anti 

social ha adquirido hábitos de trabajo, que su conducta se per 

fila como positiva y que en consecuencia está apto para s u vida 

en sociedad . 
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Puesto que, el Dere cho Penal no tiene po r objeto destruir 

al hombre en el delincuente? sino al delincuente en el hombre. 
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